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  INTRODUCCIÓN


  El fenómeno del narcotráfico constituye, entre los muchos problemas que arrastramos, el principal desafío de gobernabilidad que tiene la Argentina. Condensa y representa otras cuestiones alarmantes que sobrellevamos y que tampoco han recibido una atención que permita resolverlas. Enfatiza el riesgo y la injusticia de la creciente pobreza extrema y la marginalidad. Expone los costos extraordinarios de no afrontar desde una política integral, de Estado, los aspectos de Defensa y de Seguridad.


  El avance del narcotráfico permite evaluar cómo la combinación de cambios sociales, éticos, de valores y paradigmas de un país pueden generar las condiciones para que se acelere el consumo de productos que van en detrimento de la salud física y psíquica de la población. Asimismo, corre el velo respecto de la existencia de fracasos rotundos en el diseño, la implementación y el control de la política pública, incluyendo comportamientos y preferencias de las instituciones tutoras del sistema republicano bajo la presión de líderes políticos cuya prioridad, por razones cortoplacistas, se apoya sobre el “relato”, a expensas de la realidad.


  ¿Por qué escribimos este libro?


  Porque creemos en la importancia central que tiene un Estado democrático, eficaz, eficiente y transparente, para que la sociedad pueda vivir y desarrollarse en paz, estabilidad y armonía. Un Estado cuyo tamaño no es importante, pero sí lo es la calidad de las políticas públicas que produce y, sobre todo, su inteligencia, es decir, su capacidad para advertir a tiempo la aparición de problemas que pueden afectar a la población y de actuar antes de que estos escalen y se arraiguen. Precisamente lo que no tenemos.


  Porque, como al resto de la sociedad argentina, nos preocupa la inseguridad. Un tema sumamente complejo que no se reduce al narcotráfico, pero que tiene en éste a un poderoso aliado. El fracaso del Estado para brindar un piso mínimo de seguridad ciudadana a la altura de las demandas y expectativas de la gente generó el clima y las condiciones adecuadas para que se desarrolle exponencialmente en la Argentina el fenómeno narco. En un país bien custodiado y con umbrales de calidad razonables en sus políticas de seguridad, nunca hubiera alcanzado su actual dimensión.


  Porque confiamos en el papel fundamental de la justicia en una sociedad democrática. Los derechos ciudadanos se evaporan si el Estado no puede garantizar una justicia rápida, eficiente y accesible. Debe tratarse de un sistema con los suficientes recursos humanos, financieros y tecnológicos como para responder a los desafíos que surgen en sociedades complejas, inequitativas y en evolución constante. Este libro hecha luz sobre cómo la justicia argentina, en muchos casos manipulada por el poder político, no está a la altura de las circunstancias. Todos los casos judiciales que analizamos contienen información que, procesada con inteligencia y rapidez, podría haber servido para la lucha contra el avance del narcotráfico. Los mecanismos que componen esta compleja y creciente industria estaban definidos, o al menos insinuados, en esas causas. No obstante, las autoridades políticas y policiales no aprovecharon esa información de manera integral. Aún no lo hacen.


  Porque entendemos que los problemas estructurales que explican la notable expansión del narcotráfico generan enormes dificultades para la sociedad. Un ejemplo grave y costoso, pero de ningún modo el único, de la ausencia de una planificación estratégica de política pública. Somos una sociedad que reacciona sólo antes las tragedias, como Cromagnon o el accidente ferroviario de Plaza Miserere (Once). Por interés individual, desidia o corrupción, nuestra dirigencia política suele plantearse objetivos de corto plazo, muchas veces inmediatos, sin establecer prioridades de largo alcance. Así, los recursos se orientan a lo urgente, pero no a motorizar el progreso ni a crear mecanismos de movilidad social ascendente para generar igualdad de oportunidades.


  En síntesis, escribimos este libro porque estamos convencidos de que si la Argentina logra contener y revertir el avance del narcotráfico, podrá remover uno de los principales factores de violencia, inseguridad y muerte y, además, constituirá un éxito de la política pública que influirá en otras áreas críticas del Estado. Humildemente, nos proponemos contribuir con evidencias objetivas y flagrantes a un debate que, como sociedad, nos adeudamos.


  A fin de evitar malentendidos o confusiones, dejamos establecida nuestra postura filosófica frente a esta cuestión. Creemos que el Estado debe poner ciertos límites cuando está en juego el interés general. Esto no implica erosionar el principio de libertad ni el de autonomía individual, sino intervenir cuando haya evidencia incontrastable y científicamente fundada acerca de que la salud pública y la seguridad nacional pueden estar en juego. Es un error resignarse a no hacer nada porque no se haya diseñado una política pública adecuada hasta hoy. Tampoco consideramos que existan atajos que puedan dar un vuelco a la problemática ni que haya que comprar recetas extranjeras de dudosos resultados, como la llamada “Guerra a las Drogas”. Se requiere planificación, tiempo, recursos, información y coordinación entre los tres niveles de gobierno (nación, provincias y municipios) y entre los tres poderes del Estado (Ejecutivo, Legislativo y Judicial). También es importante aprovechar y complementar esfuerzos con la sociedad civil y cooperar con los medios de comunicación y con líderes naturales (como artistas o deportistas) para que contribuyan a generar conciencia sobre los peligros de las drogas. Educar, incluir y brindar información son pilares clave para prevenir el consumo de estupefacientes y dar herramientas para que nuestros jóvenes elijan otras opciones de vida.


  Decíamos que creemos en el Estado inteligente y en la política pública bien diseñada y controlada, con un seguimiento estadístico real de patrones, de la evolución y de la dimensión de la penetración de las drogas ilegales en la sociedad. Una política pública que debe surgir del consenso activo de todas las partes que integran o están involucradas en la problemática, en especial la dirigencia social y la política. Se puede y se debe aprender de los errores, así como de la experiencia comparada con otros países que intentaron políticas innovadoras y no obtuvieron los resultados esperados.


  Esto es particularmente importante en relación al debate sobre la legalización del consumo de algunas drogas, como la marihuana. En las últimas dos décadas, hubo un notable avance, tanto en Europa como en los Estados Unidos. Incluso en Uruguay se tomó recientemente una medida similar. Un influyente documento elaborado en conjunto por una comisión integrada por prestigiosos ex mandatarios de la región hizo recomendaciones en la misma dirección (http://www.drogasedemocracia.org/Arquivos/livro_espanhol_04.pdf). Nosotros tenemos una postura diferente. En línea con las investigaciones más recientes, estamos convencidos de que es un error avanzar en ese sentido. Las políticas implementadas hasta ahora obtuvieron logros regulares y, si bien se percibe una reducción de incidencia y consumo en las últimas décadas en los principales mercados, no se dieron los resultados esperados en nuestra región, en donde se observan pocos cambios sustanciales. Hace falta una estrategia integral y consensuada, que nunca hemos logrado en la Argentina. Sin embargo, no nos resignamos a elegir el mal menor, puesto que está demostrado que las consecuencias en términos de salud pública serían escandalosas. Más aún, muchos de los países que avanzaron en la legalización volvieron sobre sus pasos frente a la evidencia empírica de que, lejos de acotarse, el problema había escalado y desmadrado la infraestructura sanitaria. Aprendamos de esa experiencia.


  El libro está organizado en capítulos, cada uno de los cuales contiene una historia real, basada en casos judiciales, que exponen la multiplicidad y la complejidad del fenómeno. Luego se expone un análisis conceptual para identificar qué enseñanza deja esa historia sobre el problema general. Cerramos volviendo a la trama original para permitir al lector conectar ambas caras de la misma moneda y agregamos un nuevo análisis que sintetiza la problemática tratada en el capítulo.


  La investigación nos tomó más de un año. En ese período, la información recopilada se nos presentó como un proceso de aprendizaje esclarecedor y traumático. A medida que los medios de comunicación reflejaban la importancia del tema, prácticamente a diario, tomamos conciencia de la penetración narco y de sus consecuencias inmediatas: el lavado del dinero y la corrupción institucional, a nivel nacional e internacional, que socavan las bases de la sociedad. Hubiéramos deseado que este libro sirviera para alertar sobre el potencial del fenómeno y llamar la atención sobre la necesidad de reaccionar a tiempo. Lamentablemente, llegamos tarde.
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  A lo largo de esta investigación, hemos hablado con infinidad de personas vinculadas directa e indirectamente con el fenómeno narco y el avance del consumo de drogas en la Argentina: funcionarios públicos (del poder judicial, ejecutivo, policías, etc.), periodistas y editores de medios, médicos, familiares de adictos, trabajadores sociales, obispos, pastores y curas villeros, especialistas en cuestiones de adicciones, seguridad, marginalidad, juventud, criminalidad, etcétera. De todos ellos aprendimos muchísimo y gracias a ellos pudimos comprobar de primera mano la extraordinaria relevancia de esta cuestión. Muchos de ellos nos han alentado a profundizar la investigación y nos han incentivado con su ejemplo a seguir adelante a pesar de la complejidad y peligrosidad del tema. Creemos que quien sintetiza el rol de consejero, aporte, apoyo y una visión superadora fue Jorge Bergoglio, hoy papa Francisco, por entonces arzobispo de Buenos Aires, quien nos convenció sobre el valor de involucrarse y aportar en este debate sobre el daño que genera el consumo y el tráfico de drogas, que el centro de esta problemática y sus soluciones deben están en el ser humano y en sus posibilidades de trascender, de tener una vida digna con oportunidades, y tal vez también con el mejor consejo de políticas públicas, que el tiempo siempre es superior al espacio.


  La multiplicidad de visiones y opiniones que identificamos de cada uno de ellos constituyeron una señal de alerta en el sentido de enfatizar la importancia de acordar un diagnóstico común y consensuar objetivos de política pública de corto, mediano y largo plazo. En otras palabras, si bien tenemos nuestras opiniones y las volcamos con la mayor claridad posible en el texto, trabajar en este libro nos volvió de alguna manera más democráticos, plurales y respetuosos de la diversidad de ideas que caracteriza a nuestra sociedad. En ese sentido, queremos expresar nuestra gratitud y nuestra admiración por la enorme cantidad de mujeres y de hombres que han sufrido en carne propia el flagelo de la droga y el avance narco en la Argentina y que luchan a diario y silenciosamente para revertirlos.


  1. EL DESEMBARCO NARCO EN ARGENTINA


  Si no puedes hacer las cosas bien,

  por lo menos no hagas daño.


  HIPÓCRATES


  Parte I

  La Operación Langostino: la sorpresa

  de ser un país de tránsito relevante


  La Operación Langostino fue la primera gran embestida contra una banda de narcotraficantes que operaba desde la Argentina y que se dedicaba a mandar droga, producida en Bolivia y con el sello del cartel de Medellín, a Europa. Fue también el momento en que nos sorprendimos al darnos cuenta de que éramos un país de tránsito relevante para los carteles. Tal vez, a la distancia, el secuestro de 588 kilogramos de cocaína ocultos en un embarque de langostinos parezca menor, si se lo compara, por ejemplo, contra los 1.600 kilogramos de droga hallados en junio de 2010, durante el operativo Manzanas Blancas. Sin embargo, lo cierto es que cuando tuvo lugar Langostino, el 12 de julio de 1988, poco se sabía en Argentina sobre las actividades de los narcos.


  La operación consistió en una serie de allanamientos concretados por la División Drogas Peligrosas de la Policía Federal, con la colaboración de la Secretaría de Inteligencia de Estado (SIDE, actual SI) y la Drug Enforcement Administration de los Estados Unidos (DEA), con el objetivo de desbaratar una banda que usaba el puerto metropolitano para triangular los embarques rumbo al Viejo Continente. Hasta ese momento, no había registros de secuestros de grandes cantidades de cocaína en nuestro país. Los carteles colombianos lo consideraban un buen punto de partida para los embarques a Europa, debido a que las autoridades policiales de ese continente no registraban a la Argentina como productor de cocaína y eran laxas a la hora de controlar las cargas que llegaban desde allí. La Operación Langostino tuvo, entonces, otra función: alertar a las fuerzas antinarcos de las policías europeas de que los jefes de los carteles colombianos habían cambiado las rutas. En el plano interno, puso en evidencia la fragilidad de los controles para evitar el ingreso de cocaína desde Bolivia o Colombia, y encendió una luz de alarma sobre la presencia en nuestro país de algunos delegados de los capos narcos.


  El primero de los allanamientos se realizó en un depósito situado en Gattemeyer 2375, a dos cuadras de la avenida Mitre, en la localidad de Crucecita, partido de Avellaneda. Luego de varias jornadas en las que policías disfrazados de barrenderos y repartidores de bebidas habían mantenido el lugar bajo vigilancia, efectivos de la Superintendencia de Drogas Peligrosas de la Policía Federal secuestraron 256,5 kilogramos de cocaína, ocultos en un doble fondo del piso y en uno de los laterales de una camioneta Trafic. En el galpón, de 35 metros de fondo, los policías encontraron, además, una cámara frigorífica que se usaba para congelar pescado.1 Según informó en ese momento un jefe policial, la droga era escondida en cajones con langostinos. De ahí el nombre del operativo. Los otros 330 kilogramos fueron encontrados en una camioneta estacionada en una de las zonas más caras de la ciudad de Buenos Aires: la esquina de 9 de Julio y Posadas. La cocaína había sido envasada al vacío en paquetes de papel de aluminio.2


  La investigación encarada por la Policía Federal, en ese momento comandada por el comisario general Juan Ángel Pirker y supervisada por el juez en lo penal económico Julio Virgolini, determinó que la organización había extendido sus redes a Mar del Plata y Santiago del Estero. En la localidad balnearia, se allanó un depósito que pertenecía a la pesquera que figuraba en el logo de las cajas con langostinos congelados donde se ocultaba la droga. Cuatro sospechosos, entre ellos dos mujeres, fueron apresados. Uno terminó con una condena a siete años y seis meses. Los investigadores obtuvieron la mayoría de los domicilios que luego allanaron en escuchas telefónicas realizadas al teléfono 73-4676, correspondiente a una vivienda situada en Guido al 200, que pertenecía a uno ellos.3


  En la localidad de La Verde, a 130 kilómetros de la capital de Santiago del Estero, la policía encontró una pista aérea clandestina de 1.800 metros de largo por 60 de ancho, donde aterrizaban avionetas con droga que habían iniciado su travesía en Bolivia. Luego la cocaína era trasladada por tierra hasta el depósito en Crucecita, donde se embalaba junto con los langostinos. El último paso consistía en mandar las cajas al puerto metropolitano para ser embarcadas a Europa.


  En 1996, ocho años después, la Sala B de la Cámara en lo Penal Económico, a través del tribunal integrado por los jueces Marcos Grabivker, Roberto Hornos y Carlos Pizzatelli, marcó la condena más dura impuesta contra una banda de narcotraficantes hasta ese momento: el supuesto jefe de la organización, Jorge Francisco Alonso, recibió 20 años de cárcel, Alberto Fagoaga y Walter Barlikowski, 18. Eduardo Salvador Ullúa, 17. El colombiano John Arroyavé Arias, 13. Emilio José Puerto, 12. Roberto Quesada, 11. Eduardo Nicodemo Kobylarz, 7 años y 6 meses.4


  De todos ellos, Alonso volvió a las primeras planas en 2005, cuando fue detenido en Valencia, España, acusado de intentar contrabandear 28 kilogramos de cocaína disimulados en un embarque de balizas.5 Había salido de la cárcel en 2001, por el beneficio de la libertad condicional luego de cumplir los dos tercios de la condena y de pedir la aplicación de la ley del dos por uno, la norma de la legislación argentina que permitía contabilizar como doble la cantidad de días de detención sin sentencia firme. Si bien existió alguna sospecha, no se pudieron encontrar pruebas que lo vincularan con el escándalo de las narcovalijas con 60 kilogramos de cocaína enviadas sin marbete a través de vuelos de Southern Winds a Madrid. “En la cárcel, Alonso comentaba que una vez que recuperara la libertad se radicaría en España”, recordó un investigador policial que lo conocía muy bien. Finalmente cumplió, aunque fue nuevamente detenido por presunta colaboración con una banda de traficantes.6


  La Operación Langostino es el resultado de un cambio de estrategia entre los narcotraficantes colombianos. Las autoridades de los países europeos y de Estados Unidos habían comenzado a observar con más recelo los embarques que provenían de Colombia, sin diferenciar su contenido. Los jefes de los grandes carteles de ese país comenzaron a necesitar triangular la droga. Es decir, buscar un país desde el que se pudiera mandar a Europa o a los Estados Unidos sin que la carga despertara sospechas. Se eligió Argentina como uno de los vértices de ese triángulo.


  Nuestro país ofrecía diversas ventajas: carecía de una fuerza federal antidrogas preparada y equipada para interceptar comunicaciones y aviones, brindaba facilidades para comprar campos y propiedades destinados a depósitos y acopio de los embarques de cocaína, presenta una geografía dominada por terrenos llanos que permitían improvisar pistas de aterrizajes clandestinas y exhibía nichos de corrupción en las distintas policías y falta de controles y radares en las fronteras.


  Si bien la triangulación aumentaba el costo de la droga debido al “flete” y a la distancia que debía recorrer el embarque hasta llegar a destino, los traficantes decidieron continuar con el plan porque era la única forma de hacer llegar el “producto” a los consumidores. En esa época, un kilo de cocaína, cuyo costo era de 2.000 o 3.000 dólares en el origen, llegaba a pagarse 25.000 dólares en Europa. Había otra razón para semejante incremento: los sobornos a las autoridades intermedias para que dejaran pasar los cargamentos.


  Análisis I: La historia del negocio

  narco en Argentina


  Históricamente, el rol regional de Argentina fue el de país de tránsito de las redes de narcotráfico. La droga ilegal, fundamentalmente cocaína, ingresaba al país por sus vastas fronteras proveniente de los principales productores, Bolivia, Perú y Colombia, y salía hacia los mercados de consumo más importante, Estados Unidos, Europa y, en menor medida, África y el sudeste asiático.


  Aún hoy, como entonces, la cocaína ingresa al país con facilidad. Lo hace por vía terrestre, a través de fronteras porosas, y recorre las rutas hasta llegar a ciudades con puertos y aeropuertos desde donde se puede reenviar a su destino final. También a través de vuelos irregulares que aterrizan en pistas clandestinas y aeródromos diseminados por todo el país, fundamentalmente en las provincias del norte. En otros casos, arrojan la mercadería en puntos acordados, donde sus cómplices los buscan para llevarla a algún punto de producción o de distribución. Barcos y barcazas que surcan los ríos hasta llegar a los grandes puertos constituyen la tercera vía de ingreso.


  Ese primer modelo “de tránsito” comenzó a verse afectado por dos características propias del negocio en nuestro país. La primera es que, originalmente, los ingresos económicos se obtenían en Marbella, París, Madrid o Miami y no en Buenos Aires u otras ciudades argentinas. No obstante, los grandes carteles pagaban a los eslabones intermedios en el país en especie, es decir, dejaban a las redes en Argentina cantidades de drogas ilegales que éstas introducían al mercado local para “hacer efectivo” su propio negocio. Esta dinámica desarrolló un consumo propio, que fue madurando hasta convertir a la Argentina en el país de mayor consumo per cápita de cocaína y marihuana de toda la región, según datos de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Drogas y el Delito (UNODC), con niveles de prevalencia similares a los de los Estados Unidos o los de países europeos occidentales, con mercados históricos y más maduros.7 La lógica cambia: una parte del negocio ahora se desarrolla en el mercado local y esto implica que los narcos deben llegar con su producto a cada rincón del país, pasando de ser una actividad eminentemente logística a un negocio de consumo masivo. Así, también deben comenzar a controlar el territorio para asegurarse la distribución, lo que implica cooptar sectores del Estado, como policías, jueces, fiscales o políticos. De este modo, logran trabajar con impunidad y eliminar competidores.8


  La segunda característica es que la Argentina, junto con Brasil, son los dos principales productores regionales de precursores químicos necesarios para la elaboración de estupefacientes como la cocaína. A nivel industrial, en ambos países se fabrican acetona, anhídrido clorhídrico y permanganato de potasio, entre otros productos que, antes, se exportaban a Bolivia, Perú y Colombia, en donde se elaboraba la cocaína en todas sus etapas, desde el cultivo de la hoja de coca hasta la cocaína de máxima pureza. A medida que aumentó la presión en estos países productores y que la influencia de los carteles y el negocio se extendió hacia los dos grandes países del subcontinente, se comenzó a importar la pasta base de los países originales y a dejar la última etapa de elaboración para que se complete en pequeños laboratorios clandestinos en Brasil y la Argentina, ubicados generalmente en suburbios de grandes ciudades como Buenos Aires, Rosario, San Pablo o Río de Janeiro. Se los llama “laboratorios”, pero, en la mayoría de los casos, no son más que cocinas literales dentro de las casas, y sirven para sintetizar la pasta base y transformarla en cocaína o refinar la cocaína hasta darle un mayor nivel de pureza y generar subproductos como el paco.


  Para poder operar con impunidad y desarrollar estas pequeñas pero relevantes estructuras, último eslabón del proceso productivo del clorhidrato de cocaína, los narcos debieron extenderse hacia los territorios con poca presencia del Estado y con mucha permeabilidad a la corrupción, “las áreas urbanas sin ley”.9 Zonas abandonadas en materia de seguridad, infraestructura social básica y acceso a la educación y a la salud. Generalmente, las más pobres y marginadas: las villas de emergencia en la Argentina y las favelas en Brasil. Con el tiempo, las organizaciones criminales comienzan a ocupar el lugar del Estado: proveen bienes públicos, como créditos para gente humilde que no los obtendría en instituciones formales, y brindan servicios, como el gas, la electricidad o la televisión por cable. Se erigen como organizaciones paraestatales, que controlan el ingreso y el egreso de las personas en ese territorio, disponen de sus bienes y hasta de sus vidas y, como resultado, desafían la existencia del Estado. La Argentina enfrenta hoy la amenaza de territorialización del narcotráfico. Las consecuencias de la inacción se pueden sufrir por décadas, como ocurre en varios países hermanos latinoamericanos.


  Parte II

  Café Blanco: la década del 90

  y la consolidación del negocio de tránsito


  Siete años después de Langostino, los funcionarios argentinos descubrieron otro gran emprendimiento colombiano, supuestamente montado por el Cartel de Cali para enviar cocaína desde nuestro país a Europa. El operativo que terminó con el secuestro de 1.030 kilogramos de cocaína se conoció como Café Blanco, bautizado así porque nueve de los once detenidos, condenados luego por tráfico de drogas, eran colombianos.


  El cargamento fue secuestrado en un campo que algunos de los imputados habían comprado en el paraje Palo Blanco, Catamarca, cerca del límite con Córdoba. Los policías llegaron cuando la avioneta que había transportado la cocaína desde la frontera entre Colombia y Ecuador quedó encajada en el barro por el peso de la droga y de los tanques de combustible suplementarios, necesarios para realizar semejante trayecto.


  “Eran muy audaces. El avión salía del sur de Colombia. Llevaban la droga lo más al sur posible por tierra. Allí, cerca de la frontera con Ecuador, cargaban la cocaína en el avión. Tenían que hacer semejante maniobra para reducir al máximo la distancia de vuelo entre el punto de partida y el campo que habían comprado en septiembre de 1994. No fue casual que compraran ese predio, porque tenían la necesidad de conseguir una pista de aterrizaje para el avión que estuviera lo más al norte posible”,10 explicó uno de los jefes policiales a cargo del operativo.


  La investigación comenzó con el dato de un informante que aportaba indicios sobre movimientos narcos a la Policía Federal, a la bonaerense y a la Secretaría de Inteligencia de Estado (SIDE). Indicó que un grupo de colombianos había adquirido el mencionado campo de Catamarca. Fue suficiente para que la División Drogas Peligrosas de la policía bonaerense arrancara la pesquisa.


  “Los narcotraficantes corrían muchos riesgos para mandar la droga hasta el campo de Palo Blanco. Para evitar los radares, tenían que recorrer casi 6.000 kilómetros sin poder aterrizar a cargar combustible. Para que el viaje fuera rentable, debían cargar la mayor cantidad de cocaína posible. Así que llenaban el avión con al menos 17 bidones de nafta. Venían el piloto, el copiloto, la droga, todos los tanques auxiliares y un tercer tripulante que se encargaba de operar la bomba para mandar el combustible desde los bidones a los tanques”, agregó el oficial.


  Al principio de la pesquisa hubo entredichos entre los agentes antidrogas de la policía bonaerense y sus colegas de la Federal. Aparentemente, los últimos no habían creído la versión del informante y habían descartado el dato. No obstante, los efectivos de la bonaerense la confrontaron con otros datos. Además, consiguieron el dinero necesario para financiar a este infiltrado y obtuvieron la colaboración de la SIDE, que aportó los equipos para intervenir los teléfonos y realizar escuchas a distancia.


  “Se alquiló una casa en la localidad de Ascochinga, Córdoba. Desde allí, con micrófonos ocultos, se escuchó a uno de los colombianos. Además, se instaló un puesto de vigilancia en Recreo, cerca del campo que habían comprado para bajar la droga, a poca distancia de la ruta 34. Varios grupos se internaron en el monte y vivieron en carpas para vigilar a todos los integrantes de la banda. Así, nos enteramos que habían comprado cuatro tanques de 1.000 litros cada uno para enterrarlos y guardar la cocaína dentro”, recordó el jefe policial.


  En los primeros días de marzo de 1995, varias brigadas de la policía bonaerense, la SIDE y efectivos de la Federal, que contaron con la colaboración de personal de la Agencia Antidrogas de los Estados Unidos (DEA), partieron en dos aviones desde el aeropuerto metropolitano Jorge Newbery rumbo a San Miguel de Tucumán. Desde allí, por tierra, tomaron la ruta 34 hacia el límite con Córdoba y luego pasaron a Catamarca. Un micrófono colocado en un cactus, en uno de los extremos de la improvisada pista de aterrizaje, que tenía el receptor en una carpa situada a dos mil metros, confirmó el dato que tenían los investigadores: había llegado el avión con droga que esperaban desde hacía más de un mes.


  “Cuando aterrizó, se encajó en el barro. Bajaron la droga y la escondieron en los tanques que tenían enterrados. Aun así, con menos peso por la falta de la carga y de los bidones con combustible, no pudieron mover la aeronave. Este percance los obligó a esperar hasta el día siguiente para regresar. No podían volver a cualquier hora, porque debían esperar el momento en el que los radares instalados en la triple frontera de Ecuador, Colombia y Perú dejaran de funcionar por cuestiones de mantenimiento. Esperamos a que se durmieran y los sorprendimos. Allí secuestramos los 1.030 kilogramos de cocaína”, explicó el veterano jefe policial, para quien los narcos planeaban mandar la droga por tierra a través de la ruta nacional 34 hasta Necochea y, de allí, por barco a Europa. Durante el operativo fueron apresados diez sospechosos: nueve colombianos y un uruguayo que había vivido en Colombia. También hubo un imputado argentino.


  En noviembre de 1997, la Cámara Federal de San Martín condenó a 12 años de prisión a José Camargo Salamanca y a Humberto Niño Torres; a 10 años a Ricardo Delgado León y Manuel Cardona Méndez; a 6 años a Simón Soto, Armando Sanabria Monroe, Guillermo Martínez García, Fabio Nel Sanabria Castillo y Gilberto Acuña Delgado; y a 8 años al uruguayo Enrique Villalba Yacco.11 Luego de escuchar a los testigos, decidieron absolver al argentino Guillermo Ricardo Sosa. En las diferentes audiencias, cada uno de los acusados sostuvo su inocencia. Todos negaron cualquier clase de vínculo con el Cartel de Cali. Sus abogados fundaron sus defensas en las supuestas irregularidades registradas durante la investigación y en las diversas etapas del proceso. Uno, incluso, planteó la posibilidad de que los acusados habían sido convocados a delinquir por el mismo y sostuvo que la droga había sido comprada por la necesidad del Poder Ejecutivo Nacional, entonces representado por Carlos Menem, de concretar un importante operativo contra el narcotráfico, con el objetivo de mejorar su imagen ante los organismos internacionales de la lucha antidroga.


  Al dictar la sentencia, los jueces rechazaron ese planteo, aunque no coincidieron con el dictamen del fiscal federal de San Martín, Jorge Sicca, que había solicitado condenas de 24 años de prisión para Camargo Salamanca y Niño Torres, debido a que sostenía que habían sido organizadores de la banda.12


  Operación Strawberry: el dulce sabor de la droga


  Dos años más tarde, efectivos de la Superintendencia de Drogas Peligrosas de la policía bonaerense y un grupo de agentes de la SIDE coincidieron otra vez en el seguimiento que derivó en el secuestro del, hasta ese momento, mayor cargamento hallado en territorio argentino. En este caso, la investigación no terminó con condenados, como en Café Blanco, sino con la escandalosa absolución los imputados, debido a que la justicia consideró que se habían registrado graves irregularidades durante la instrucción del sumario.


  El 30 de abril de 1997, uniformados y espías irrumpieron en el galpón situado en Constituyentes 165, en la localidad de Pacheco, zona norte del Gran Buenos Aires. Allí, revisaron 300 barriles de 200 kilogramos cada uno, acopiados en dos camiones de gran porte. Estaban cargados con pulpa de frutilla y tenían como destino final el puerto alemán de Hamburgo. En el interior, los efectivos hallaron, además, paquetes de material impermeable que contenían 50 kilogramos de cocaína. En total, secuestraron 44 envoltorios que sumaron 2.200 kilogramos de droga. El operativo recibió el nombre de Strawberry.13


  La policía apresó a 17 imputados. Alberto Rodríguez Vargas, quien sería primo de Gilberto Rodríguez Orejuela, uno de los supuestos jefes del Cartel de Cali, logró escapar. Entre los acusados figuraban los colombianos Luis Travi, Juan Ramos y Oscar Taboada Ramírez, además del basileño José Solimao.14 En noviembre de 1999, el Tribunal Oral Criminal No 3 de San Martín absolvió a todos debido a errores de procedimiento y a las nulidades dictadas en la etapa inicial del proceso, lo que derivó en que no pudieran ser aceptadas las pruebas que habían surgido a partir de las escuchas telefónicas.15 El mayor cargamento de droga secuestrado en la historia judicial y policial argentina quedó en la nada. A la falta de condenas se sumaron otros ribetes escandalosos. Un grupo de investigadores argentinos viajó a Alemania para coordinar con las autoridades de ese país la entrega controlada del embarque, con el objetivo de desbaratar la red de distribución en el destino.


  “Los alemanes hicieron una importante inversión en recursos humanos y en dinero para financiar la investigación. Pero, inexplicablemente, el 30 de abril de 1997, alguien dio la orden en nuestro país de interceptar el cargamento en el galpón de Pacheco. De esta forma, se perdió la oportunidad de apresar a los traficantes que comercializarían la cocaína en territorio europeo. Los alemanes se enfurecieron, porque ninguna autoridad del gobierno argentino dio una explicación y se derrumbó todo el trabajo realizado con seguimientos y escuchas. Tan importante era la organización de narcotraficantes que si este embarque llegaba bien, en la siguiente carga, planeaban mandar 5.000 kilos de cocaína”, expresó un ex oficial de la policía bonaerense que comenzó investigando el caso en esa fuerza de seguridad y luego asesoró a la SIDE.


  El ambiente político argentino estaba sacudido por la onda expansiva provocada por la investigación del homicidio del fotógrafo de la revista Noticias, José Luis Cabezas, ocurrido en Pinamar el 25 de enero de 1997. Dos semanas después, el juez en lo Criminal y Correccional de Dolores, José Luis Machi, procesó a cuatro efectivos de la bonaerense por su responsabilidad en el crimen del reportero gráfico. Así, el magistrado fijó las pautas que direccionaban la pesquisa hacía Alfredo Yabrán como presunto autor intelectual del hecho. Yabrán era uno de los empresarios más importantes de la Argentina, con llegada directa a varios ministros de la administración Menem. El impacto mediático provocado por la operación Strawberry no logró distraer a la opinión pública de la tensión que había en torno de Cabezas.


  “El gran error que provocó el fracaso de la operación Strawberry fue no haber documentado la investigación. Cuando el jefe policial recibía alguna información producto de escuchas telefónicas o de tareas de inteligencia, tenía que volcar todos los datos en un acta y describir la forma en cómo los había obtenido. En síntesis, el jefe policial responsable del sumario debía hacerse cargo de refrendar todos los datos que recibía y después defender esa información en un juicio oral. Sin embargo esto, que se hizo en la causa de Café Blanco, no se repitió en ésta”, explicó uno de los espías que intervino de forma indirecta en el expediente Strawberry.


  La investigación había comenzado con un dato aportado por un informante de la SIDE. Apuntaba a reuniones entre Solimao y Taboada con el objetivo de instalar una empresa de importación y exportación de pulpa de frutas. Aparentemente, de las escuchas telefónicas se desprendía que este último ofrecía 4.500 dólares por cada kilogramo de cocaína enviada a Europa, de los cuales 2.500 quedaban para los argentinos que habían puesto sus nombres para abrir la empresa, 500 dólares eran para el brasileño por su intermediación y 1.500, para los socios alemanes. Otro disparador fue un llamado telefónico, interceptado por las autoridades alemanas, en el que se mencionaba la compra de un cargamento de cocaína al Cartel de Cali, que llegaría al puerto de Hamburgo luego de pasar por Buenos Aires. La cruza de esa información con el dato del informante fue el punto de partida para rastrear operaciones de exportación a Alemania.


  Los investigadores advirtieron que había aumentado notablemente el volumen de comercialización de pulpa de frutilla y ananá hacia ese país. El foco se puso en la empresa que había monopolizado esos embarques: una firma creada hacía poco, a nombre de la sociedad anónima Viardot, con sede en galpón de Pacheco,16 el mismo en el que tras un año de seguimientos y escuchas telefónicas, se produjo el secuestro de 2.200 kilos de cocaína. Luego de la protesta de las autoridades alemanas, la SIDE informó que no había existido ningún pedido oficial de ese país al gobierno argentino para dejar pasar el cargamento.


  Análisis II: ¿Cómo funcionan

  los carteles del narcotráfico?


  Los carteles del narcotráfico están conformados por un grupo de personas que establecen un sistema de relaciones, con asociaciones y jerarquías temporarias, con el objetivo de cometer delitos para obtener un rédito económico. Se enfocan en actividades predatorias y en la oferta de servicios y bienes ilegales (estupefacientes) en un mercado diverso, con capacidad coercitiva, uso de la violencia contra aquellos que los desafíen (sean otros grupos criminales o el Estado) y cierta duración en el tiempo.17 Su principal motor es el lucro a partir de la comercialización de drogas ilegales. Para ello, deben montar estructuras complejas con múltiples instancias: plantaciones de coca, marihuana o amapolas; laboratorios de refinamiento para producir clorhidrato de cocaína, marihuana o heroína; logística para trasladar esas sustancias prohibidas a través de diversos países; comercialización a niveles mayorista y minorista; traslado del dinero (casi en su totalidad en efectivo) y lavado de esa plata ilegal para formalizarla en la economía.
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